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la iniciativa normativa se ejercerá de manera coherente con el resto del ordenamiento jurídico, nacional 
y de la Unión Europea, para generar un marco normativo estable, predecible, integrado, claro y de 
certidumbre, que facilite su conocimiento y comprensión y, en consecuencia, la actuación y toma de 
decisiones de las personas y empresas.” 

Por consiguiente, el proyecto de Decreto se ampara en lo dispuesto en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, 
de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas 

del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, y en la Ley 
9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía. 

 

D) PRINCIPIO DE TRANSPARENCIA 

 

De otro lado, el artículo 129.5 de la Ley 39/2015, exige que: “En aplicación del principio de transparencia, 

las Administraciones Públicas posibilitarán el acceso sencillo, universal y actualizado a la normativa en 
vigor y los documentos propios de su proceso de elaboración, en los términos establecidos en el artículo 
7 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen 
gobierno; definirán claramente los objetivos de las iniciativas normativas y su justificación en el 

preámbulo o exposición de motivos; y posibilitarán que los potenciales destinatarios tengan una 
participación activa en la elaboración de las normas.”  

Tal y como consta en el expediente administrativo de la elaboración del Decreto, se ha atendido a las 
exigencias de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, acceso a la información pública y buen 
gobierno, así como a la Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia pública de Andalucía, en aplicación 
del principio de transparencia.  

 

E) PRINCIPIO DE EFICIENCIA 

 

Finalmente, el artículo 129.6 de la Ley 39/2015, alude a que: “En aplicación del principio de eficiencia, la 
iniciativa normativa debe evitar cargas administrativas innecesarias o accesorias y racionalizar, en su 
aplicación, la gestión de los recursos públicos.” En aplicación del principio de eficiencia, este Decreto no 

establece ninguna carga administrativa añadida, derivada de su aplicación, para la ciudadanía. 

Por todo lo anterior, se considera que la elaboración del proyecto Decreto cumple con los principios de 

buena regulación en virtud de lo dispuesto en el artículo 129.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.  
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